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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señora Representante Daniela Payssé. 


MIEMBROS: Señoras y señores Representantes María Elena Laurnaga, Gustavo Magallanes, Graciela 
Matiauda Espino, Luis Puig y Roque F. Ramos Espíndola 


INVITADOS: Por la Red Uruguaya contra la Violencia Doméstica y Sexual, señora María del Carmen 
Arias, doctoras Marina Morelli y Rosana Medina; asistente social Fanny Samunisky y 
doctora Flor de María Meza por Cotidiano Mujer. 


SEÑORA PRESIDENTA (Payssé).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Quiero dejar constancia de que tenemos quórum para recibir delegaciones pero no para decidir. De todas 
maneras, antes de que entre la delegación que fue convocada, quisiera colectivizar con lo señores Diputados 
una invitación que seguramente habrán recibido, pero que quiero que conste en la versión taquigráfica. Dice 
lo siguiente: "Montevideo, 08 de noviembre de 2010.- Sres. Miembros de la Comisión de Género y Equidad. 
Presente.- Quien suscribe, Sra. Dora López, Asistente Social del Centro Comunal Zonal N* 16 (Avda. 
Agraciada 3622) e integrante de la Comisión de Salud y Género de dicho Comunal, se presenta ante Ud. a fin 
de invitarlo, muy especialmente, a que nos acompañe, con su presencia, el día martes 16 de noviembre a las 
19 horas en Plaza Cuba, sita en Avda. Agraciada y Br. Artigas.- Motiva esta invitación el hecho de que ese día 
vamos a realizar una performance cedida gentilmente por las mujeres integrantes del Colectivo 'Mujeres de 
Negro', donde cada persona que esté allí presente prenderá a la caída del sol una vela blanca por cada 
MUJER ASESINADA DESDE EL AÑO 2001 A LA FECHA.- Ese día prenderemos 350 velas una por cada 
ausencia y pensamos que autoridades, electas por la ciudadanía, apoyando este mensaje nos ayudarán a no 
olvidar.- Le solicitamos nos confirme su presencia o su imposibilidad de concurrir, pues no podemos dejar 
espacios vacíos, y si bien habrá presencia de mujeres ese día, pensamos lo importante que es la presencia 
masculina, ya que esos hombres dirán no más VIOLENCIA HACIA LAS MUJERES.- Sin otro particular, se 
despide de Ud. con su consideración más distinguida". 


En el marco de lo que habíamos estado conversando en la reunión anterior, es bueno colectivizar esta 
información en la Comisión en virtud del problema que vamos a considerar y de su importancia. Cada uno 
quedará a disposición si quiere concurrir. Quienes estén interesados podrán comunicarse con la señora Dora 
López. 


También quería plantear que llegó una nota de la Comisión Asesora en Salud Sexual y Reproductiva del Área 
Salud Sexual y reproductiva del Ministerio de Salud Pública, en la que se plantea que: "Atento a la nueva 
Ordenanza ministerial Nro. 606/2010 que estamos adjuntando," en este momento no lo tengo; no sé qué 
sucedió con el adjunto, pero lo tendremos a la brevedad "solicitamos tengan a bien considerar la designación 
de un/a representante (titular y alterno/a) a los efectos de integrarse a la Comisión Asesora en Salud Sexual y 
Reproductiva del Ministerio de Salud Pública para el presente período.- Agradecemos desde ya su amable 
respuesta, Dra. Leticia Rieppi, Coordinadora del Área Salud Sexual y Reproductiva". 


Esta misma nota fue dirigida también a la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social. Por lo tanto, si bien 
no podemos decidir, podría sugerir dejar el tratamiento de este tema para definirlo la próxima sesión, habida 
cuenta de que la mencionada Comisión también está por coordinar quién representará al Parlamento en esa 
instancia, teniendo en cuenta que el Senado designó para representarlo en esa Comisión al doctor Alfredo 
Solari, por lo que correspondería que en la Cámara designáramos a alguien. Esta invitación también llegó a la 
Bancada Bicameral Femenina. Por lo tanto, en principio, si están de acuerdo, dejaríamos la consideración del 
asunto para la semana próxima, teniendo en cuenta la circunstancia de que la solicitud vino a dos Comisiones 
de nuestro Parlamento 


(Ingresa a Sala una delegación de la Red Uruguaya contra la Violencia Doméstica y Sexual) 


——- La Comisión Especial de Género y Equidad tiene el gusto de recibir a la Red Uruguaya contra la 
Violencia Doméstica y Sexual, representada por las señoras María del Carmen Arias, Marina Morelli, Fanny 
Samunisky y Rosana Medina, así como también a la señora Flor de María Meza, de Cotidiano Mujer. 


Queríamos decirles que nos pareció oportuno invitarlas a esta Comisión habida cuenta de vuestra 
comparecencia en organismos internacionales. Todavía no nos hemos hecho del informe que el Poder 
Ejecutivo oportunamente ha presentado, pero nos parece bueno que tanto el informe institucional como el de 
ustedes esté en conocimiento de los parlamentarios y parlamentarias, dada la preocupación que ha tenido esta 
Comisión conjuntamente con la de Derechos Humanos con respecto a este tema. 


Las señoras sabrán que en la Legislatura pasada trabajamos de manera conjunta acerca de la aplicación de la 
Ley de Violencia Doméstica, pero queremos analizar un poco intercambiando con los actores involucrados 
cómo estábamos viendo el proseguir de esto que nos preocupa mucho, habida cuenta también de las 
recomendaciones de la Unión Interparlamentaria, que fijó como prioridad para los Parlamentos nacionales el 
tener este problema presente hasta el año 2015 por sugerencia del Secretario General de las Naciones Unidas. 
Entonces, en esta Comisión que tiene una integración novedosa, porque tenemos tres hombres como titulares, 
lo que es bueno- hemos tratado de colectivizar y dar horizontalidad a la información y los trabajos que hemos 
estado haciendo en la Legislatura pasada, pero también nos estamos "aggiornando". Por eso es muy valioso el 
aporte que nos puedan hacer y seguir teniendo un contacto permanente para coadyuvar esfuerzos. 


Sin más trámite, les damos la palabra, habida cuenta de que se aproxima el día 25 y no por eso tenemos que 
acordarnos más de esta problemática, pero sí tenemos que marcar, de alguna forma, en este mes, nuestra 
preocupación, nuestros avances o retrocesos y caminos comunes, como dije anteriormente, para poder 
erradicar, de alguna manera, esta violencia que, como sabemos, tiene sus complejidades desde todo punto de 
vista. 


SEÑORA SAMUNISKY.- Quiero plantear que desde hace ya mucho tiempo las organizaciones que 
trabajamos concretamente con mujeres en situación de violencia doméstica sentimos malestar por lo 
que constatamos que son limitaciones de la ley de violencia doméstica, en su formulación y aplicación. 
Eso es lo que nos movió a plantear la situación en la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 


Nosotros pensamos que la ley no asegura bien el cumplimiento de las medidas cautelares, que es algo 
concreto pero, además hay una cosa general: no tiene una perspectiva de género incluida en su formulación. 
Es una ley hacia todas las formas de violencia que se produzcan en relaciones afectivas. Nosotros queremos 
plantear que pensamos que ese fue un primer paso, pero que ahora se necesita un segundo paso: encarar la 
violencia contra la mujer en general, en todos sus aspectos, en lo que tiene que ver con la postergación, con la 
segregación, con la discriminación encubierta, con todas las formas de desigualdad que venimos arrastrando 
desde épocas anteriores, y que sigue reflejándose en los planteos legales. Entonces, lo que estamos 
necesitando ahora es una ley que profundice en ese sentido, es decir, una ley de violencia contra la mujer, no 


solamente de violencia contra las mujeres en situaciones afectivas. | Eso no es lo que planteamos en la 
Comisión, pero sí es lo que queremos plantear a ustedes. Queremos sumar esfuerzos para tener esa mirada 
más amplia en futuros planteamientos. En varios espacios se está empezando a pensar en nuevas 
formulaciones de la ley, en correcciones necesarias a la ley actual. La idea es que tenga una perspectiva más 
amplia. 


SEÑORA MEZA.- Les enviaremos copia del documento de la audiencia. No sé si tienen el anexo en 
donde la Comisión hace recomendaciones al Estado uruguayo con respecto de la audiencia, informe 
que se tituló "Femicidio en Uruguay por Violencia Doméstica". 


Las noventa y tres organizaciones, que están integradas por tres redes y veintitrés Organizaciones No 
Gubernamentales del país, creímos necesario y conveniente acudir a esa instancia que forma parte de nuestro 
sistema interamericano y es la puerta para que los señores Comisionados y las señoras Comisionadas 
conozcan el flagelo y vulneración permanente de los derechos humanos, no solo de las víctimas 
sobrevivientes, sino también de las víctimas que no han podido sobrevivir al grave problema de la violencia 
doméstica. 


En la audiencia presentamos un conjunto de propuestas, de sugerencias, que el Estado uruguayo debe 
atender; incluyen diferentes puntos. Quisiera resaltar la ausencia de una política institucional sostenida y la 
falta de supervisión de las resoluciones que emiten los Magistrados y las Magistradas que tienen competencia 
en la materia. A veces, nuestras compañeras abogadas litigantes encuentran graves vulneraciones a los 
derechos; no solo no respetan la ley, sino que vulneran las normas internacionales al respecto. Las 
desconocen y van en contra de ellas. Hay una desarmonización absoluta. 


También planteamos otros puntos, como la ausencia de los servicios de rehabilitación para los agresores. 
Además, no hay servicios especializados para las víctimas sobrevivientes, para los familiares de las mujeres 
que han sido asesinadas, para los huérfanos y huérfanas. Hay una serie de puntos que el Estado debe atender, 
entre ellos, el fortalecimiento en asistencia, en capacitación y en una educación permanente, género sensitiva, 
que involucre a todos los operadores funcionarios encargados de cumplir la ley, a efectos de que tengan claro 
de qué estamos hablando cuando se toma conocimiento de una situación de violencia doméstica y, por ende, 
de una vulneración de los derechos humanos. Creemos que la Justicia tiene que ser aplicada sin estereotipos 
ni prejuicios. Nuestra exhortación al Estado va por ese lado y nuestra preocupación para poder acudir a esta 
instancia también está muy marcada con lo que vamos señalando. 


Finalmente, quisiera decir que en el documento que emitió la Comisión Interamericana el pasado viernes se 
manifiesta su preocupación y exhortación al Estado uruguayo a que asuma las recomendaciones. Nos parece 
positiva la actitud de esta Comisión de llamarnos, escucharnos, a fin de establecer este diálogo constructivo 
con la sociedad civil, que siempre ha habido. Ahora contamos con un nuevo elemento, ya que las 
organizaciones están presentes en instancias internacionales que lo único que buscan es fortalecer y mejorar 
el tratamiento de los derechos humanos en el país. 


SEÑORA MORELLI.- A nosotras nos conmueve y enorgullece la citación de esta Comisión porque da 
muestra de una práctica profunda de democracia. Los defensores de los derechos humanos, a lo largo y 
ancho de Latinoamérica, no son bienvenidos en su país luego de comparecer ante la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos. Generalmente, hay represalias de todo tipo. Sabemos que 
algunos la pasan muy mal. Estamos hablando de secuestros, asesinatos. También sabemos que hay 
otras formas más modernas e hipócritas de invisibilizar a los defensores de los derechos humanos; el 
desprestigio es otra de las prácticas que los Estados usan en Latinoamérica. Por lo tanto, nos 
enorgullece ser recibidas en la Comisión. 


También entendemos que hay Poderes el Legislativo da muestras de ello que son más sensibles o están más 
dispuestos a escuchar en más de una oportunidad; parecen más sensibles que otros Poderes. 


En lo que tiene que ver con la denuncia que nosotros presentamos hay varios Poderes involucrados, pero 
quizá el que más responsabilidad tiene es el Poder Judicial, al que esperamos ser convocadas. 


Nosotras manifestamos que existe una gran brecha entre el trabajo legislativo y la realidad. La verdadera 
dimensión de los derechos humanos no está en esas leyes en las que ustedes trabajan y aprueban ni en el 


papel en el que se imprimen, sino en el día a día de nuestras mujeres, en cómo ellas ejercen, en plenitud o no, 
los derechos básicos. 


Fue muy impactante saber que se llegó a algunas cifras, sobre todo, a aquella que determina que desde 1991 
hasta la fecha, faltando algunos años por contabilizar, las mujeres asesinadas en situaciones afectivas son más 
de quinientas cincuenta. A ello debemos agregar huérfanos, huérfanas, padres; son mujeres que deberían estar 
y ya no están. Muchas de esas mujeres, con anterioridad a ser asesinadas, habían recurrido al sistema judicial 
o policial, precisamente para pedir a nuestro Estado seguridad y que se respetara la vida, y pese a ello 
igualmente fueron asesinadas. 


Eso habla claramente de que algo no está funcionando bien. A ese algo tenemos que dedicarnos todos y todas, 
desde las organizaciones sociales y desde el Estado. 


Cuando comenzamos la exposición relativa a la brecha inmensa que hay entre la previsión y la aplicación de 
la Ley N* 17.514, expresamos un latinazgo ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Hubo un 
caso de una mujer que con serias lesiones en su cuerpo había recurrido al sistema de Justicia y el Juez, antes 
de decretar el archivo del expediente, escribió: "Atento a política judicial de 'minimis non pura praeto'". Ese 
latinazgo, traducido al español, significa: el jefe no se ocupa de menudencias, no se ocupa de cosas de menor 
valor. Eso lo escribió un Juez uruguayo en un expediente de violencia doméstica, en este país, en este 
milenio. Esto habla a las claras de que la práctica está muy alejada de las previsiones legales. 


Reitero que es un gusto haber sido convocadas. Creo que los legisladores y las legisladoras saben que 
cuentan con las organizaciones sociales para seguir avanzando. Hace falta reformas legislativas. Nosotras 
haremos nuestros aportes. Sabemos que siempre seremos recibidas y escuchadas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La idea de esta Comisión es hacer un abordaje con todos los actores 
involucrados, tanto del Estado como de la sociedad civil. Por lo tanto, nos pareció de suma importancia 
hacer un intercambio con ustedes, no solo en esta Comisión, sino también en lo que puede ser un 
trabajo para avanzar en la legislación. No hablaría de modificar, sino de avanzar. Cuando las 
legisladoras y legisladores votamos una ley, no damos por terminada "nuestra obra" entre comillas, 
sino que tenemos la obligación de ver si su aplicación se adecua a lo que se estaba pensando o si 
tenemos que trabajar para mejorarla. Como legisladora, a ocho años de haber votado esta ley 
considero que ha sido un avance sustancial, pero lógicamente surgen nudos y cosas a corregir o a 
mejorar desde la práctica. Si hay algo que nosotros y nosotras tenemos claro, viendo la recopilación 
que hicimos a través del análisis permanente, es la dificultad que existe para la aplicación de las 
medidas cautelares. Cuando nosotros y nosotras decimos que a veces estas situaciones son crónicas de 
muertes anunciadas es realmente así. 


También hemos visualizado la dificultad que existe cuando no se cumple con las medidas cautelares y hay 
que volver a sede, seguramente a otra, para hacer la denuncia correspondiente, lo que genera en las mujeres 
dificultades no solo prácticas sino también de revictimización; ese es un aspecto que tenemos muy presente 
cuando analizamos este tema. 


En el marco de la reunión de la Unión Interparlamentaria, que como parlamentarios y parlamentarias nos 
genera obligaciones, hay dos temas que por lo menos en lo personal me han llevado a reflexionar y acordar 
con ese planteo que ustedes hacen de ir más allá de la violencia que tenga carácter vinculante con relaciones 
afectivas, sino que tenga que ver con otras causas. Se ha constatado que hay nuevas formas de violencia 
contra las mujeres, producto de las nuevas épocas, como la violencia cibernética, la violencia política. Se ha 
constatado la violencia política en muchos países del mundo y de Latinoamérica específicamente, así como la 
violencia hacia las menores embarazadas, tema que nos preocupa y mucho. 


Además, pudimos constatar algo que quisiera remarcar porque está en uno de los puntos de las 
recomendaciones y tiene que ver con algo de lo que ustedes plantearon. Una de las recomendaciones nos 
manda, o nos sugiere, minimizar la distancia que sigue existiendo entre la legislación vigente y la vida 
cotidiana de las mujeres. Por supuesto, ahí se habla de que para reducir la brecha debe capacitarse a los 
actores, asegurar que las leyes sean suficientemente sensibles al contexto nacional, político, económico y 
cultural, y suficientemente difundidas para que la sociedad y los organismos del Estado estén informados de 
sus respectivos derechos y obligaciones en la materia. 


Respecto a ese avance que ustedes están proponiendo sobre esa ley que, reitero, en su momento fue muy 
buena y sigue teniendo vigencia, solo que hay que seguir avanzando, como en todos los órdenes de la vida 
también hay una reflexión general no solo en nuestro país sino en otros, con respecto a un tipo de violencia 
que muchas veces se nos presenta en esta Comisión o en la de Derechos Humanos con el tema del acoso 
laboral, sexual, etcétera, y yo agregaría el abuso hacia niños y niñas. 


Independientemente de que hoy estemos recibiéndolas porque hubo una instancia importante ante los 
organismos internacionales, parece bueno que este no sea un diálogo formal y protocolar, sino que en función 
de todas estas cuestiones que nos competen como integrantes del parlamento y de la sociedad civil, podamos 
intercambiar a los efectos de avanzar en eso que ustedes dijeron y que está contemplado en estas 
recomendaciones de la UIP, de las cuales tendremos que dar información a veinticuatro meses de haberlas 
resuelto. Esta resolución es de abril de este año y se tomó en el ámbito de un seminario internacional que se 
hizo en Cuenca, Ecuador, y que contó con el apoyo unánime de todos los países presentes en esa instancia. 
Esto nos motiva al trabajo parlamentario pero sin el intercambio con ustedes este no sería posible. 


Quería manifestar esto para decirles que fue el espíritu de la Comisión iniciar este intercambio fluido, en el 
entendido de que vamos sintonizando una misma frecuencia y tratando de coadyuvar esfuerzos. 


SEÑORA MEZA.- Complementando las expresiones de la señora Presidenta, precisamente la 
Comisionada Luz Patricia Mejía nos decía que era importante que ampliáramos nuestra mirada, no 
enmarcarnos solo en la violencia doméstica, sino también tener una mirada más profunda hacia la 
violencia contra la mujer. Efectivamente, cuando nosotras contestamos, dijimos que es un pedido 
antiguo del movimiento de mujeres uruguayas que la Convención Interamericana de Belém do Pará se 
cumpla integralmente en nuestro país, que no solamente se quede en la respuesta como la gran 
mayoría de los Estados de la región lo han hecho de legislar solamente sobre violencia doméstica. 
Porque la Convención Interamericana de Belém do Pará habla de prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia contra la mujer, lo que involucra una serie de ámbitos que son diferentes a la violencia 
doméstica. Pero, como dijimos en la audiencia, también llevamos la violencia doméstica por la cantidad 
de víctimas, sobrevivientes y los que quedan en el camino por esa causa. Quería remarcarlo, porque 
como se dijo en la audiencia, Uruguay cuenta con el informe del Comité de Expertas en Violencia y con 
el mecanismo de seguimiento de violencia de la Convención Interamericana de Belém do Pará desde el 
2008. Además, tenemos un informe hemisférico elaborado por las expertas en su momento. 


Tanto en ese informe, que tiene Uruguay, como en las últimas recomendaciones de octubre de 2008 del 
Comité de Expertas de la CEDAW, en Naciones Unidas, hay un conjunto de puntos que creo que el Estado 
tiene que llevar adelante para seguir dando cuenta precisamente de ser un Estado respetuoso de los derechos 
de las personas ya que, como siempre decimos nosotras, sin las mujeres los derechos no son humanos; desde 
Viena, 1993, por lo menos, así está reconocido explícitamente. 


En ese sentido, nosotras apoyamos lo que se presenta desde la Unión Interparlamentaria, que es algo muy 
positivo. Respecto a este pedido de acortar la brecha entre la igualdad formal y la igualdad real, quisiéramos 
enfatizar que eso pasa mucho por la forma de entender esta cuestión que tengan los funcionarios y 
funcionarias encargados de cumplir la ley para desarrollar adecuadamente su función frente a un caso de 
violencia contra la mujer o específicamente un caso de violencia doméstica. En ese sentido, insistimos en la 
necesidad de que todas estas personas reciban formación y educación permanente género sensitiva. Hay un 
desconocimiento absoluto de lo que es la norma internacional protectora de los derechos, que es ley vigente 
en nuestro país, y esa es otra discusión. 


Nosotras creemos que es un punto que el Estado tiene que reforzar y, como dicen los comisionados, también 
exhortamos al Estado uruguayo para que este conjunto de preocupaciones que también ha manifestado la 
Comisión, luego de nuestra audiencia, sea adoptado por los otros Poderes, porque es preciso avanzar en estos 
puntos. 


SEÑOR PUIG.- Respecto a este tema existen carencias culturales fuertes, porque la sociedad en 
general lo percibe como una cuestión privada, de la pareja, que se resuelve puertas adentro. Si bien la 
posibilidad que establece la ley de que terceros puedan denunciar esta situación constituye un avance, 
sin duda que tenemos un problema serio a nivel del conjunto de la sociedad, y lo estamos 
reproduciendo. Es un tema de larga data, pero lo vamos reproduciendo porque también en nuestros 


jóvenes se está incorporando ese concepto del no respeto lo vemos en los adolescentes donde el agravio 
verbal e incluso físico parecen una práctica común. 


Al mismo tiempo, estamos ante una situación en la cual si bien la existencia de la ley, como decía la señora 
Presidenta, es un avance muy importante, si se analizan los casos de violencia que terminan en asesinato se 
ve que en la inmensa mayoría fueron preanunciados, porque hubo denuncias previas, inclusive medidas 
cautelares que no se cumplen. Estaba leyendo en el informe que ustedes trajeron que estas medidas cautelares 
no se cumplen en un porcentaje muy importante, porque solo un 6% las estaría cumpliendo. Ahí tenemos un 
problema y es cómo asegurar la aplicación de lo que está aprobado. 


Me refería a que es un problema cultural y si estará incorporado que vemos ejemplos como el que ustedes 
daban del juez, respecto a que este es un tema menor, que no importa o que importa más o menos, no es un 
tema fundamental, de respeto a la vida, de respeto al derecho de las personas. Ustedes decían que los 
parlamentarios contamos con las organizaciones, pero yo creo que es al revés: sin la presencia organizada, sin 
la movilización, sin la denuncia, sin la sensibilización en este tema, tal vez no tuviéramos ley siquiera. Creo 
que es necesario ese trabajo permanente y organizado. Me parece que respecto a varios temas estamos 
avanzando, pero tenemos dificultades. Por ejemplo, hemos avanzado en la protección en salud laboral, pero 
debemos cumplir, hacer cumplir las cosas establecidas en leyes y decretos, y estar permanentemente 
presionando para que eso se cumpla, porque, si no, creo que solo es un buen avance manuscrito. 


Me parece que el trabajo en conjunto es fundamental y el papel que cumplen las organizaciones resulta muy 
importante, aunque tengo la visión de que muchas veces los trabajos de las organizaciones tienen un límite de 
llegada. Es algo respecto a lo cual, por lo menos yo no tengo la respuesta: cómo hacer para que eso se logre 
incorporar en el conjunto de la sociedad, porque esta preocupación ha ido avanzando, pero en determinados 
sectores. El papel de las organizaciones sociales es una discusión que está presente en el movimiento 
sindical. Son derechos fundamentales, como el derecho a la vida, y cuando discutimos con las trabajadoras de 
la pesca acerca de los derechos laborales, las posibilidades de sindicalizarse, el derecho desconocido tantas 
veces a la organización sindical, vemos que el derecho a no ser violentadas es un derecho que las 
organizaciones sindicales no hemos logrado incorporar. Entonces, nos está faltando discutir, intercambiar, 
hacerlo más transversal para llegar con esos derechos y, además, es una cuestión cultural. Lo digo porque 
sigo afiliado al movimiento sindical y me siento parte de él. No hemos logrado avanzar respecto a que los 
hombres integrantes del movimiento sindical también incorporen este tema. Es un tema que a veces se acepta 
porque queda mal no incorporarlo, pero es un aspecto que no se incorpora. El tema de la violencia, también 
entre los trabajadores, se sigue viendo como que es mi problema, es adentro de mi casa y entre lo que pasa 
entre mi mujer y yo no debe meterse nadie. 


Entonces, tenemos un tema cultural muy fuerte por delante, y precisamente lo planteo como una 
preocupación para ver cómo intercambiar con las organizaciones que llegan a diferentes sectores. Era más 
una preocupación que otra cosa. 


SEÑORA MATIAUDA.- Quisiera plantear algo que no me quedó claro. Tenemos una ley de violencia 
doméstica y, si no entendí mal, ustedes expresaron la necesidad de crear una ley de violencia contra la 
mujer. Yo me pregunto no por no crear la ley, pero hoy tenemos una ley que creemos es muy buena si 
es necesario aprobar otra ley o si debe "aggiornarse" esta que hoy tenemos, con las correcciones a que 
ustedes apuntan. ¿O es una ley contradictoria? 


SEÑORA MEDINA.- Si bien estamos trabajando en eso, creemos que son cosas diferentes. 


El Estado uruguayo ha sido constantemente observado por los organismos internacionales por no consagrar, 
por ejemplo, la definición de discriminación hacia las mujeres y por algunas normas específicas. Si bien 
tenemos una ley de violencia doméstica, esta coexiste con normas que son discriminatorias con la mujer, 
como el concepto de mujer honesta o lo que refiere a la vida desarreglada de las mujeres para obtener una 
pensión alimenticia, además de otras normas que son discriminatorias con la mujer. 


La ley de violencia doméstica puede ser una norma marco, pero la violencia hacia las mujeres es una norma 
específica que debe ser explícita en el reconocimiento de la violencia hacia las mujeres. Lo digo porque en 
los juzgados penales, de violencia doméstica, de familia, la aplicación de la perspectiva de género, de la 


violencia de género hacia las mujeres muchas veces parece ser un deber moral y no una norma. No parece 
que esto estuviera vigente en convenciones internacionales, sino que se ve como una preocupación cultural o 
de educación o una deformación social de cuál es la situación que viven las mujeres, y no como una 
obligación, un derecho con responsabilidad del Estado, de los que aplican justicia y de los que defendemos 
esto también. 


SEÑORA MEZA.- Complementando lo que decía Rosana Medina, una de las primeras observaciones y 
recomendaciones del Comité de la CEDAW de 2008 tiene que ver con lo que recién señalaba el señor 
Diputado Puig, es decir, esa falta de internalización que ya quedó clara en 1993. Después de la 
Convención de Viena, vino la declaración de las Naciones Unidas para eliminar todas las formas de 
violencia contra la mujer. En el artículo 1” se define qué es la violencia contra la mujer y luego sigue el 
articulado. Allí se reconoció que los derechos humanos se pueden disfrutar en el ámbito público y en el 
privado y, en consecuencia, pueden vulnerarse en ambos ámbitos, y se dispuso que los Estados tienen la 
obligación de hacer que los derechos humanos se respeten en ambos ámbitos. 


En ese sentido, Uruguay todavía está ausente en la adecuación del artículo 1% de la CEDAW, que define la 
discriminación contra la mujer. Nuestro país debe incorporar ese artículo a la normativa interna y establecer, 
como lo dice el artículo 19, que cuando hay violencia también hay una discriminación muy fuerte en el 
ámbito interno. Eso es lo que está faltando; es una recomendación de la CEDAW que está pendiente desde el 
año 2008. 


Estoy totalmente de acuerdo con lo que plantea el señor Diputado Puig en cuanto a cómo avanzar 
socialmente para prevenir la violencia contra la mujer y específicamente la violencia doméstica. En ese 
sentido, también tenemos diversas recomendaciones. Especialmente, quisiera recordar el artículo 5” de la 
CEDAW, que habla de la necesidad de que los Estados erradiquen, mediante políticas públicas, todos los 
estereotipos y prejuicios que nuestras sociedades tienen y que fomentan la violencia contra la mujer en todos 
los ámbitos, desde los más básicos a los más elaborados, porque, como vemos, las discriminaciones son cada 
vez más sutiles. 


Ahora falta trabajar con el organismo rector que se encarga de esos temas en el país, que es el Instituto 
Nacional de las Mujeres, haciendo campañas de sensibilización, de prevención, apuntando a que la sociedad 
reconozca que cuando hay violencia contra la mujer, violencia doméstica, hay violación de derechos 
humanos. En tanto no todos lo reconozcamos, en tanto no haya un reconocimiento explícito de que cuando se 
violenta se discrimina y se violan derechos humanos, y que los derechos humanos de las mujeres aunque 
parezca redundante son también derechos humanos como los del resto de las personas, será difícil avanzar. 


Yo puedo hablar del ámbito de las trabajadoras domésticas, con quienes tengo un trato cotidiano por el 
trabajo que realizo. Ellas no reconocen que cuando el patrón las acosa está violando sus derechos. ¿Por qué? 
Porque han socializado en un medio en el que permanentemente se vulneran sus derechos. No hay un 
reconocimiento de ser sujetos de derecho, de que no solo las ampara la norma nacional, sino que hay normas 
internacionales que las protegen y que pueden reclamar para que eso no suceda 


Entonces, esa necesidad de socializar en un medio respetuoso de los derechos humanos abarca a todos los 
ámbitos. Y creemos que el Estado también debe abarcar el ámbito educativo, desde las edades más 
tempranas. Sabemos que hay muchos problemas en la educación. Recuerdo que cuando empezó esta nueva 
Administración del Frente Amplio, eso se planteó en una reunión con la nueva Directora del CODICEN, y 
nos decía que hay muchas cosas que trabajar en este ámbito y que es muy difícil pensar en trabajar un tema 
de género para que se vea en todos los niveles. Pero entendemos que es algo necesario. También soy docente 
de la Facultad de Derecho y sé que es muy difícil trabajar la violencia contra la mujer porque no todos los 
docentes reconocen que cuando hay violencia contra la mujer existe vulneración de los derechos humanos. 


SEÑORA MORELLI.- Hay una cuestión que planteaba la señora Diputada Matiauda y que refiere a 
las eventuales reformas legislativas, que van por dos lados. Yo me voy a referir específicamente a la Ley 
N? 17.514 por algo que es sustancial. 


Estos ocho años que han pasado permitieron que las organizaciones sociales tuvieran claro cuáles son las 
reformas que es necesario hacer para mejorar esa ley. En eso estamos trabajando, en una sistematización que 


luego será presentada. También tenemos claro que no ameritan una reforma legislativa aquellas fallas que en 
los hechos son provocadas por los agentes estatales. No se debe reformar la legislación para acompasar 
aquello que está mal. Los agentes estatales encargados de aplicar la norma, deben aplicarla 


Creo que a esta altura de los acontecimientos no es posible concebir a un juez o a una jueza como un 
semidiós encargado de impartir justicia a los pobres mortales que vamos a pedírsela. Son funcionarios 
públicos, agentes estatales; su legitimidad deriva más que ningún otro funcionario público de la propia ley. 
Son los encargados de aplicar la norma, y hay cuestiones que suceden en los juzgados y que viven las 
mujeres, que no tienen que ver ni se relacionan con la capacitación ni la sensibilización. Nadie va a discutir 
que este tema es cultural y, seguramente, quienes luchamos contra este flagelo nos iremos de este mundo sin 
haber corroborado que no existe más la violencia contra la mujer; es un tema de largo aliento. Entonces, no le 
pedimos a los jueces y juezas que luchen por nosotros por el cambio cultural: simplemente les debemos 
exigir la aplicación de la norma. 


Por eso, cuando hablamos de capacitación y sensibilización, debemos ser muy claros en esto, porque son 
palabras históricamente utilizadas en este país para invertir recursos en cuestiones que en definitiva no se 
cumplen, no hay un seguimiento, no se tiene en cuenta qué pasa después y los resultados no son los 
esperados. Hay capacitaciones y sensibilizaciones puntuales y son casos en los cuales los decisores, 
generalmente como es un trabajo muy pesado y hay que perder algún tiempo, mandan a un funcionario de la 
oficina que nunca a decidir ni va a recibir denuncias de ninguna mujer. En el interior pasa mucho con el 
envío de los actuarios y actuarias, que no tienen nada que ver con el tema ni intervienen en todo el proceso. 


Entonces, ojo cuando hablamos de capacitación y sensibilización como recomendación. Hablamos de algo 
permanente, de género sensitivo, que tenga resultados y a lo que se le dé seguimiento. Y ojo también cuando 
hablamos de reformas legislativas. No podemos reformar para ajustar algo que está mal. 


Gracias. 


SEÑORA SAMUNISKY.- Quiero plantear que no se trata de sensibilizar y capacitar personas, 
funcionarios, uno por uno. No es solo el trabajo de hormiga, sino que sobre todo hay que apuntar a los 
acuerdos y compromisos internacionales con mecanismos que aseguren el cumplimiento de los 
compromisos asumidos. 


Entonces, no solo se trata de que los jueces y juezas participen en cursos para los que les otorguen un 
certificado que eventualmente les permita aspirar a un ascenso, porque eso no asegura que apliquen esa 
capacitación. ¿Qué es lo que puede asegurarlo? El compromiso del Poder Judicial en su conjunto y del 
Ministerio del Interior en cuanto a la ejecución de las resoluciones por parte de sus funcionarios, junto con 
mecanismos de auditoría interna dentro de esos servicios, algo sobre lo cual hasta ahora nunca se ha pensado. 
De hecho, no hay antecedentes de sanciones a jueces que no apliquen la ley de violencia doméstica, como 
sucede con otros juzgados. Hay auditorías y controles de funcionamiento de otras leyes en otras disciplinas, 
pero no en esta. 


También hay una discriminación relacionada con la cultura, con el pensamiento y el sistema de creencias, 
pero es tan evidente que no lo vemos: está ahí y no nos damos cuenta de que es eso lo que está pasando. 


Es por ello que debemos apuntar al trabajo de todos en todos los espacios, de la sociedad civil, pero también 
de esta Comisión, para trabajar con otros organismos y establecer compromisos compartidos, así como la 
supervisión de los compromisos con mecanismos internos y externos en esas instituciones para asegurar que 
las cosas se hagan, además de pedidos de rendición de cuentas. Todas esas son prácticas que tenemos que 
integrar como mecanismos de cambio. Porque hasta ahora, ¿alcanzó con lo que se ha escrito? No, porque en 
definitiva son trámites que no aseguran que el contenido se ajuste a los deseos. Tenemos que pensar en 
formas más incisivas de incidir para asegurar resultados, porque no los estamos obteniendo. 


SEÑORA LAURNAGA.- Pido disculpas a la delegación porque llegué cuando había pasado la hora de 
comienzo de la sesión. 


El estar sentado de este lado de la mesa, junto a ustedes... Disculpen, me resulta difícil; es un síntoma de 
cómo se siente uno emocionalmente. A alguien que hace poco tiempo que está en el Parlamento como es el 


caso de Luis y de otros, le pasa lo siguiente. Uno tiene más práctica y experiencia de lo que se hace desde la 
sociedad civil y le parece que llegar a una Comisión del Parlamento es encontrar soluciones pragmáticas, que 
pueden transformar las cosas en forma rápida o material. Pero cuando uno está de este lado, se da cuenta de 
que pasa lo que se expresó acá: que uno puede ser una voz importante, una caja de resonancia, que tiene 
responsabilidad en formular leyes, pero a veces se siente un poco impotente porque la aplicación concreta de 
las normas está sesgada por lo que ustedes han señalado muy bien de los dos lados. Entonces, el desafío es 
cómo establecer algunos puntos de agenda pragmáticos que efectivamente sean de competencia del 
Parlamento. Se me ocurren un montón de cosas, pero que no son de competencia del Parlamento, sino de las 
organizaciones de la sociedad civil, de los partidos políticos, donde también nos involucramos, y del Poder 
Ejecutivo, etcétera. 


Una tarea del Parlamento es legislar. Ustedes propusieron legislar en un sentido y habrá que seguir trabajando 
en esa línea para saber si una ley específica de violencia contra la mujer es más efectiva que la ley de 
violencia doméstica que tenemos. También se pueden buscar otros caminos para llenar los baches o vacíos de 
ese marco normativo, pero va a seguir pasando esto porque la solución no está en la letra de la ley, sino en su 
aplicación, como lo dijeron muy bien. 


Hay otra cosa que me resultó muy interesante, aunque no sé como hacerla. El Parlamento tiene una segunda 
función que es la de monitorear el funcionamiento de las leyes. Lo que no está claro para mí me parece que, a 
veces, no está claro para los Poderes es cuál es el grado de incidencia de uno de los Poderes sobre los otros y 
con qué mecanismos de efectividad se hace. Uno puede pedir audiencia a la Suprema Corte de Justicia lo que 
se ha hecho mil veces, pero terminamos siempre en lo mismo: en la superestructura de la institucionalidad 
que tiene la forma o la norma, pero que no puede terminar con la aplicación práctica inadecuada o la no 
aplicación de esa norma. | 


En esta línea de aplicación de las políticas se hablaba de cómo poder establecer auditorías que tendrán que 
ser muy particulares para que no se reproduzcan los déficit, auditorías o algún mecanismo que tenga 
competencia legislativa, tal vez, en asociación con el propio Poder Judicial. Y se mencionaba un monitoreo a 
cargo de un equipo técnico profesional que tenga un espacio de audiencia ciudadana en lo que la Diputada 
Payssé tiene bastante experiencia por todos sus años de trabajo acá, en el Parlamento del MERCOSUR y en 
el Parlamento Latinoamericano, a fin de poder contar qué pasa. Me dicen los ambientalistas que las 
audiencias también se banalizan pero, en definitiva, la gente es inteligente y podemos generar algunas 
instancias, acuerdos o normas, mediante las que el Poder Legislativo en el marco de la evaluación y de la 
aplicación de algunas leyes pueda pensar herramientas de monitoreo o de auditoría. Tal vez ustedes, con la 
experiencia enorme que tienen, conozcan situaciones de otros países en cuanto a la sistematización que están 
haciendo, capaz, que hay algunas herramientas tangibles que nos permitan establecer ese acuerdo de partes. 


Otro aspecto es poder ubicar esto en el discurso parlamentario y también en el marco del debate sobre 
seguridad, que está cargado de ideología política pero también de realidad. El problema de la seguridad 
pública es un "gran problema". Antes de venir para acá estaba escuchando en otra Comisión datos sobre el 
tema de las adicciones, que es bastante complejo. Siempre se ponen los problemas de vigencia de los 
derechos de las personas en la delincuencia, en la minoridad, en la adicción, o en cosas que están fuera de los 
"normales", de los sujetos que interpretamos esas situaciones. Me parece muy importante empezar a colocar 
en el Parlamento sé que la sociedad civil lo hace muy bien el problema de la seguridad pública, de las 
muertes producidas y los daños enormes con grandes costos para el sistema de salud y para el mercado de 
trabajo. 


Seguiremos trabajando en esta Comisión, nos comprometemos a eso y a tratar de avanzar en algunos 
aspectos pragmáticos. Se acaba de firmar un convenio entre el Banco Mundial y una Comisión Especial de la 
Asamblea General, entre otras cosas, para hacer seguimiento de algunas políticas. Hay una lucha por ver si se 
trata de género o de pobreza, porque los mandatos de los organismos vienen para varios temas. Sabemos que 
esa fue una de las preocupaciones de la Senadora Xavier que está presidiendo esa Comisión. No tengo 
concretamente el resultado de cuáles fueron las dos o tres leyes sobre las que se va a hacer seguimiento, pero 
podemos colocarlo de manera transversal. 


En síntesis, hay que identificar exactamente las herramientas pragmáticas, concretas, que puedan ser 
competencia del Poder Legislativo, negociables con el Poder Judicial, para hacer las auditorías de la 
aplicación. Si no, vamos a pasarnos dos años discutiendo la próxima ley que ustedes van a proponer sobre 


violencia contra la mujer, pero seguramente en la aplicación van a volver a aparecer esas deformaciones 
culturales de las que se ha hablado. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Algunas de las reflexiones de la Diputada Laurnaga me hicieron marcar 
algunas cosas que van en la dirección que ella plantea. 


Hemos detectado falencias en el tema de la academia que no hemos podido revertir porque no nos compete. 
Los egresados de las facultades de nuestro país tienen una carga horaria mínima en materia de derechos 
humanos. Dentro del trabajo parlamentario que hicimos en la Legislatura pasada invitamos a las Cátedras, y 
si repasamos las versiones taquigráficas notaremos que el doctor Pérez Pérez, que vino en su oportunidad, 
nos comentaba acerca de la escasa carga horaria que tienen estos temas, pero además nos planteaba que 
cuando se intenta un post grado o ampliar la carga horaria no se decide o no se eligen las materias vinculadas 
con derechos humanos porque hay un criterio mercantilista es complejo y triste decirlo, pero es la verdad, y 
quienes egresan de la facultad de cualquier orientación o especialización en derechos humanos demoran su 
ingreso al mercado de trabajo. 


Advertimos que en un trimestre estoy hablando un poco de memoria una proporción totalmente absurda de 
tiempo curricular es dedicada a estos temas, y esto luego va a traer problemas que se van a reproducir en 
todos los ámbitos de la sociedad en los cuales haya actores que trabajen con estas carencias. Eso es una 
realidad. Y si observamos cuántos Jueces han procesado por la Convención de Belén Do Pará, realmente está 
complicado encontrar alguno. Entonces, ahí hay un nudo que evidentemente no hemos podido solucionar. No 
es competencia del Parlamento, la currícula; es competencia nada más que de los organismos encargados con 
la correspondiente autonomía que tienen; esto es una realidad constatada. 


La Diputada Laurnaga hacía referencia a las auditorias y ustedes también. Tenemos aprobada una ley que 
crea la Institución Nacional de Derechos Humanos. Estamos procesando un proyecto complementario que no 
pudimos terminar de laudar en la Legislatura pasada porque lo votamos en la época de la "veda electoral" 
entre comillas, en la que no podía haber creación de cargos ni partidas salariales. Estamos en proceso de 
ingreso de ese proyecto que de alguna manera va a ayudar a poner en práctica ya la Institución Nacional de 
Derechos Humanos, que se llamará Defensoría del Pueblo, seguramente por acuerdo de los partidos políticos 
que integran el Parlamento. Este será un ámbito que de alguna forma va a poder tomar esto y monitorearlo. 
Justamente, el gran debate que dimos, en el que hubo acuerdo entre los distintos partidos políticos, fue sobre 
generar un organismo fuerte de defensa de los derechos humanos que tuviera un Directorio que no fuera 
unipersonal y que abarcara todas las materias vinculadas a los derechos. Es obvio que este va a ser un ámbito 
importante, porque va a tener la posibilidad no solo de auditar sino de recibir denuncias. Está establecido con 
claridad que no será un mostrador, un buzón de entrada y nada más, sino que va a poder auditar, va a poder 
pedir información a los organismos del Estado y monitorear las políticas públicas. También va a colaborar 
por iniciativa propia o a demanda con los informes país y con las recomendaciones a los organismos del 
Estado. Creo que ahí tenemos un embrión importante como para poder ser pragmático como dice la señora 
Diputada Laurnaga en materia de auditorías. 


Lo otro que quería decirles esto es coyuntural pero no deja de ser importante es que el 9 de diciembre vamos 
a tener en nuestro país la audiencia pública de la Comisión de Ciudadanía y Derechos Humanos del 
Parlamento del MERCOSUR. Estas audiencias públicas se están realizando en los cuatro países del 
MERCOSUR, la primera tuvo lugar en la ciudad de Asunción en setiembre. El 25 de octubre fue la 
correspondiente a la República Argentina, en la ciudad de Buenos Aires, en la ESMA. El 29 de noviembre, en 
Brasilia, vamos a tener la correspondiente a Brasil y el 9 de diciembre será en este Parlamento. 


Desde ya las estamos invitando, en primer lugar, porque es más que válido que en esas audiencias esté 
presente la sociedad civil para que, a su vez, estén presentes estas demandas, y en segundo término, debido a 
que nuestra intención es que la audiencia pública sea una audiencia pública y no una que quede entre cuatro 
paredes como lamentablemente pasó en estos dos países a los que fuimos, donde debatimos e intercambiamos 
entre algunos actores involucrados y nada más. Acá pretendemos hacer una audiencia que tenga 
características públicas y a la que accedan los medios de comunicación. 


Esto es coyuntural pero quería decírselos ya a los efectos de que les quede agendado y para que conste en la 
versión taquigráfica que esta Comisión y este Parlamento tienen la intención de colaborar con el Parlamento 
del MERCOSUR a fin de generar después el informe sobre la audiencia pública en la región, con los puntos 


en común que detectemos, las dificultades en común y los avances o retrocesos en esta materia como en otras 
vinculadas a los derechos. 


SEÑORA MORELLI.- Lo mío es muy puntual y tiene que ver con las auditorías que se mencionaron 
previamente. Nosotros hemos trabajado en ese aspecto. 


Para que no se entienda mal queremos decir que no estamos solicitando al Poder Legislativo que haga una 
auditoría al Poder Judicial. Nosotros hemos manejado que la Suprema Corte de Justicia, como órgano de 
mayor jerarquía dentro del Poder Judicial, ejerza la potestad disciplinaria para con los funcionarios públicos, 
y no solo esa potestad disciplinaria sino lo que tiene que ver con el ascenso en la carrera funcional en los 
Juzgados donde se revisan expedientes y se reciben calificaciones y sanciones. 


A veces estas adquieren estado público. Todos nos hemos enterado de la última sanción aplicada, que priva 
durante cinco años a una funcionaria pública del ascenso en la carrera funcional por la demora de un 
expediente. 


Hemos notado que en la revisación de expedientes, cuando se toman expedientes de violencia doméstica, no 
se aplica el mismo criterio que con la materia civil o la comercial, por ejemplo, y a eso se refería mi 
compañera. La audiencia evaluatoria, que debería celebrarse, según la ley, en el plazo de diez días, a veces, 
demora ocho meses, otras veces no se celebra o se hace un año después. En algunas ocasiones, se cita 
audiencia evaluatoria de medidas cautelares sin haber adoptado medida cautelar previamente, y eso no se 
evalúa con el mismo criterio 


Nosotros decimos que si evaluara a los funcionarios públicos en la aplicación de esta norma utilizando los 
mismos criterios que se emplean para con otras materias, seguramente debería haber sanciones; la Suprema 
Corte de Justicia debería ejercer su potestad disciplinaria. A eso nos referíamos con las auditorías. 


Y luego, en lo que tiene que ver con esta Comisión, y solo como una recomendación casi de atrevida, quiero 
decir que la investigación puede ser un buen medio para actuar no requiriendo informes de quienes deben 
aplicar la ley sino mediante una investigación que vaya a los Juzgados y adquiera carácter representativo y 
temporal de todos los departamentos, desde el año 2002 hasta 2010, con respecto a la aplicación de la ley, 
tomando en cuenta cada uno de los institutos. Esa es la manera que quizá brinde más garantías, no solo para 
la sociedad civil que trabaja en esto sino para la ciudadanía en general, si se quiere hurgar en qué es lo que 
pasa en los hechos con la aplicación de esta norma. 


Nosotros tenemos una investigación que es representativa de cierta parte del departamento de Canelones, que 
abarca el período comprendido entre 2002 y 2007. Sería muy bueno tener una investigación que abarque la 
totalidad del país. Creo que no habría cómo refutar esos datos aunque todos sabemos que lo que se hace en 
Canelones, por las características que tenemos en el departamento es de por sí representativo de todo el país. 


SEÑORA MEZA.- Para que quede más claro, quisiera puntualizar que presentamos la audiencia 
pública y también enfatizamos los puntos que señalamos acá porque pretendemos que la Ley de 
Violencia Doméstica que, además, está armonizada con la normativa internacional sobre el tema se 
aplique adecuadamente en el país. Es decir, que el Estado uruguayo no siga siendo omiso con respecto 
a sus responsabilidades internacionales en cumplimiento de las normas de derechos humanos, 
específicamente, de los derechos de las mujeres. Tal como ahora se constata por la realidad, está siendo 
omiso, porque las mujeres están muriendo, hay muchas víctimas, hay muchos huérfanos y huérfanas 
en el medio y, al final, pierde la sociedad. Cuando una persona es agredida, toda la sociedad tiene que 
reaccionar como si le sucediera a toda ella, pero esto como que casi pasa desapercibido. Hay una 
muerta más, tenía medidas, pero no pasa nada. Lo que queremos es provocar reacciones como esta que 
han tenido los señores Diputados y las señoras Diputadas, que valoramos mucho, para analizar qué 
podemos hacer conjuntamente todos y todas. 


Hay que hacer algo. No podemos permitir, no podemos esperar pasivamente otra muerta más. Tenemos 28 en 
lo que va del año. No queremos que esa cifra siga subiendo; debemos que hacer algo para evitarlo. Eso es lo 
primero que queremos resaltar: que la Ley N* 17.514, junto a las otras normas internacionales, se cumpla, 
que el Estado uruguayo no siga siendo omiso a sus responsabilidades. Si más adelante lo pudieran evaluar 
así, si se dieran las condiciones, después de hacer un estudio de técnica legislativa adecuada, seguramente se 


podría pensar en una norma integral, para que el Estado esté armónico con sus obligaciones a ese nivel. Y 
como decían las señoras Diputadas Laurnaga y Payssé, está también, entre otros, el tema del monitoreo, que 
es muy preocupante para nosotras. 


Nosotras vamos a la arena internacional porque es complementaria de la parte nacional, y presentamos 
informes alternativos. Estamos yendo a las audiencias porque queremos que el derecho nacional se aplique 
como corresponde, porque todos estamos luchando para lo mismo: para que los derechos humanos realmente 
se cumplan. Entonces, el tema del monitoreo es muy importante. 


Tenemos muchas recomendaciones que van quedando y que no hay quién vigile. La sociedad civil está 
atenta, en el ejercicio de la ciudadanía, a hacer que cada vez más recordemos que tenemos tales obligaciones, 
que faltan tales recomendaciones o cumplimientos, pero esto dice también que el Estado está en esta sintonía 
está en condiciones de asumir su responsabilidad y de que realmente haya un órgano que se comprometa, que 
se haga responsable de eso y que ejecute las recomendaciones, para que no queden en el papel o en las 
reflexiones de los expertos y de las expertas de estos organismos, sino que sean una realidad. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Saludamos la presencia de la Red Uruguaya contra la Violencia Doméstica 
y Sexual valorando el aporte, no de hoy, sino de siempre, y también pidiéndoles tener ámbitos de 
intercambio, a los efectos de ver cómo están visualizando esa eventual legislación complementaria, 
para ir avanzando en estos temas. Quiero adjuntar a la versión taquigráfica de hoy el informe de la 
Red Uruguaya contra la Violencia Doméstica y Sexual, si lo pudieran hacer llegar. 


Me gustaría decir que, en el marco de esta reflexión que estamos haciendo no para llenarnos de versiones, 
sino para poder tener acciones positivas vamos a estar recibiendo al Instituto de las Mujeres y la semana 
próxima concurrirá la señora Marisa Lindner, del Ministerio del Interior, porque para nosotros es muy 
importante tener la mirada desde esa Cartera, habida cuenta de que es un lugar importante donde muchas 
veces se generan dificultades, pero donde se está abriendo un poco la mirada, de alguna forma, después poder 
tener agentes del Poder Judicial como interlocutores, porque ahí hay un desfase entre lo que es la denuncia a 
nivel del Ministerio del Interior y lo que hay en el Poder Judicial. Ahí hay un nudo importante que queremos 
ver en qué anda, independientemente de otras acciones que podamos ir realizando. 


Nuestro compromiso como Comisión y como parlamentarios y parlamentarias de esta Comisión Especial de 
Género y Equidad que existe en la Cámara de Representantes, pero no en el Senado está, y queremos decirles 


que estamos atentos y atentas a estos temas y a disposición para lo que consideren, en la instancia en que lo 
deseen. 


SEÑORA SAMUNISKY.- Por supuesto que agradecemos la invitación y estamos completamente 
abiertas a este intercambio que están planteando, que pensamos que es la aspiración de todas. 


SEÑORA MEZA.- Seguramente lo saben, pero queremos contarles acerca de la conferencia de prensa 
de los comisionados el pasado 5 de noviembre, donde se anexan las recomendaciones al Estado 
uruguayo frente a las audiencias. Si no cuenta con esta información, se la podemos hacer llegar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Lo chequearemos a través de la Secretaría. 


Se va a votar la incorporación del informe de la Red Uruguaya contra la Violencia Doméstica y Sexual a la 
versión taquigráfica. 


(Se vota) 
——— Cinco por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


La Comisión Especial de Género y Equidad agradece la presencia de la Red Uruguaya contra la Violencia 
Doméstica y Sexual. 


Se levanta la reunión. 


Audiencia pública para el 140” Período de Sesiones de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos 


"El femicidio por violencia doméstica en Uruguay y las omisiones del Estado en el cumplimiento 
de sus obligaciones" 


Washington, 28 de octubre de 2010 


Buenas tardes. Agradecemos a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ser recibidas en lo que 
constituye un hito histórico para las organizaciones sociales uruguayas que luchan por el efectivo goce de los 
derechos humanos de las humanas. 


Las aquí presentes, Asistente Social Fanny Samuniski, Dra. Marina Morelli Nuñez, y Dra. Flor de Maria 
Meza, compartimos acá nuestro reconocimiento y homenaje a las mujeres uruguayas asesinadas en el 
contexto de situaciones de violencia domestica, a sus familias, especialmente a los hijos/as huérfanos/as, y 
también a las sobrevivientes victimas de torturas en ese marco, cuyo sufrimiento es sistemáticamente 
silenciado. 


Como integrantes de la sociedad civil reconocemos los esfuerzos del Estado uruguayo: 


- ratificó los principales tratados internacionales de protección de los derechos humanos (CEDAW y 
Belem do Pará). 


- en lo referido a legislación nacional se destaca en 1995 la Ley de Seguridad Ciudadana (N* 16.707) 
que tipifica la Violencia Doméstica como delito en el artículo 321 bis del Código Penal y desde 2002 
la Ley_N* 17.514 de "Prevención, detección temprana, atención y erradicación de la Violencia 
Doméstica" que establece un marco jurídico específico en derecho de familia. 


- Instaló 4 juzgados para VD en la capital y se proyectan nuevos en otras partes del país. 
- También servicios especializados en VD para atención a mujeres 
- Diseñó un Plan de Lucha 2004-2010 contra la VD, en vías de evaluación 


- Promueve la transversalización de la perspectiva de género en la institucionalidad. 


Pero esa producción no va mucho más allá del plano simbólico, no se conecta con la realidad que a diario 
viven las mujeres. En los hechos no gozan del pleno ejercicio del derecho a tener una vida libre de violencia, 
a la integridad física, mental y moral, a la libertad y seguridad, a no ser sometida a tortura, a la dignidad, a la 
protección de la familia, a la igualdad y protección ante la ley y de la ley, a la vida, a un recurso de protección 
sencillo y rápido, ni a los derechos y garantías judiciales. El Estado Uruguayo es frecuentemente omiso, y 
muchas veces realiza intervenciones discriminatorias, inadecuadas, ineficientes y/o extemporáneas. 


El Código Penal es obsoleto y patriarcal y el proyecto de Código que será próximamente analizado en el 
Parlamente reitera la inclusión de los delitos sexuales entre los "delitos contra el honor y las buenas 
costumbres". Y ninguno de los 2 tipifica la violación dentro del matrimonio. 


El femicidio es un crimen presente en todo el continente, y también en Uruguay. Con una población de 
apenas 3:300.000 habitantes, son asesinadas anualmente un promedio de 35 mujeres, proporcionalmente el 
doble que en Argentina, casi 4 veces más que en Chile y 5 veces más que en España. Pero igualmente grave 
es el gran número de mujeres cuyo derecho a vivir libres de violencia es violado sistemáticamente por un 
sistema que adolece de severas deficiencias. 


En Uruguay durante el mes de marzo de 2010, cada seis días murió una mujer asesinada por su cónyuge, ex 
pareja o personas de su entorno familiar. En el período 1991 — 2010 murieron asesinadas más de 580 mujeres, 


sin contar los años sobre los que no hay datos. En lo que va del año fueron asesinadas: Lira Grajales, Luciana 
Cecilia González, Cristina Larrosa, Adriana Pedreira, Alejandra Anahir Perdomo Torres, Camila Fernanda 
Ferreira, Agustina Silvia Perdomo, Monica Q., Mirtha Rodríguez Callero, Flavia García Correa, María 
Capparo, Mariela G. R. Grisel Pérez Ruque, Ana Maria Dos Santos, Brígida Pinta, María de Lourdes 
Rodríguez, Vanesa Edith Bessonart, Sandra Margot Machado, entre otras mujeres, totalizando 28 femicidios. 


Las historias de vida de las mujeres asesinadas evidencian que eran victimas de violencia doméstica, que 
habían denunciado los hechos ante el sistema policial o judicial y obtenido en algunos casos medidas de 
protección, fundamentalmente la prohibición de acercamiento del agresor. En definitiva, acudieron a la 
justicia buscando garantías para su vida y terminaron asesinadas. 


Queremos puntualizar los puntos centrales de nuestro planteo 


- El sistema judicial no aplica los instrumentos legales disponibles 
- Las medidas de protección no protegen 


- Los delitos cometidos en el curso de la VD no son considerados ni sancionados. 


Constatamos y denunciamos prácticas judiciales ¡legítimas 


Cuando se decreta prohibición de acercamiento y se autoriza al agresor a vivir en el mismo predio, en un 
visible contrasentido. 


Cuando múltiples expedientes judiciales que son archivados aunque el agresor declare por ejemplo que: "no 
está de acuerdo con lo que se entiende por violencia doméstica, reconoce haber golpeado a la denunciante 
pero por motivos justificados". 


Otro agresor declara "estar dispuesto a irse de la casa" y el fiscal dice: "Teniendo presente el compromiso 
asumido por A., no se movilizará requisitoria penal por razones de sana política criminal". 


Una víctima con serias lesiones en su cuerpo denuncia al concubino y el Juez antes de archivar el expediente 
decreta: "Atento a razones de política judicial de minimis non curat praeto". Traducido al español significa: el 


Jefe no se ocupa de menudencias, no se ocupa de las cosas de menor valor. 


Para algunos operadores de la administración de justicia uruguaya la vida de las mujeres es una 
MENUDENCIA, es una COSA de menor valor. 


Esta decisión plasmada por un juez en un expediente de violencia domestica, explica la enorme brecha entre 
la previsión y la aplicación de la ley 17.514. 


A diario, y pese a que la ley garantiza lo contrario: 


- Cientos de mujeres sobrevivientes son obligadas en los Juzgados a confrontar y comparecer 
conjuntamente con sus agresores. 


- Se niega protección mediante resoluciones infundadas, como por ej: "Concurra la denunciante por la 
vía procesal pertinente", o "Intímese a ambas partes a evitar conflictos". 


- Se adoptan medidas cautelares sin designar quien supervise su cumplimiento. 


- Sólo excepcionalmente se realiza el diagnóstico interdisciplinario previsto por la ley. El informe 
técnico, cuando el juez lo pide, no es multidisciplinario ni cumple con los contenidos que prevé la ley. 


- La garantía de intervención Fiscal desde el inicio de las actuaciones es frecuentemente desconocida. 


- Es excepcional que la audiencia evaluatoria de medidas cautelares se lleve a cabo en tiempo y forma. 


- No se cumple con el aviso previo a la víctima cuando el agresor con pena de prisión o penitenciaría 
queda en libertad. 


Cuando el Poder Judicial juzga protegiendo a las víctimas, no muestra interés en hacer ejecutar lo juzgado. 
Una investigación realizada en el Departamento de Canelones, con el 25% de la población del país, 
estableció en un 6% el acatamiento del agresor a las medidas cautelares y en el restante 94% verificó 
incumplimiento total (74,3%) o parcial (19,7%). 


Los agresores no acatan las medidas cautelares, sin que se los responsabilice de esa conducta, o se los 
conmine a revertirla. Los Jueces/as no imponen sanción pecuniaria conminativa, ni ordenan su arresto, ni dan 
cuenta del hecho con apariencia delictiva a la Sede penal. Esta omisión sistemática de los propios jueces 
garantiza de hecho la impunidad del agresor. 


La víctima vive el abandono de la Justicia que no castiga a quien la desobedece, y la deja sola enfrentada a él, 
con la diferencia sustancial que ha implicado para ambos la denuncia y el proceso judicial en sí. Para ella una 
esperanza frustrada, y para él un permiso tácito. La esquina oscura, el domicilio, la parada de ómnibus, el 
trabajo, son algunos sitios donde usualmente son abordadas, insultadas, amenazadas, agredidas y en 
ocasiones, asesinadas. 


Queda claro que el avance normativo no es suficiente para garantizar el derecho a la vida de las mujeres. 


Por otra parte y en relación a la responsabilidad penal de los agresores, queremos destacar que el sistema 
favorece su impunidad por dos vías. 


- Los delitos de violencia doméstica que llegan a la órbita penal, culminan en procesamiento en menos 
del 5% de los casos y el 95% restante se archiva. 


- Además, tienen asegurada su impunidad, los agresores que en el marco de sus relaciones afectivas 
incurren en conductas delictivas: lesiones, acometimiento con arma apropiada, difamación, injuria, 
hurto, extorsión, estafa, apropiación indebida, abuso de firma en blanco, daño, violación de 
correspondencia escrita, interceptación de noticia telefónica, violación de domicilio, privación de 
libertad, violencia privada, amenazas, atentado violento al pudor, violación, incendio, entre otras. La 
resistencia ideológica de los jueces los lleva a no visualizar como delitos, hechos que en otro marco, 
ajeno a las relaciones de pareja, verían como claros delitos. 


Pese a que los recursos económicos son escasos y siempre insuficientes, las severas deficiencias constatadas 
en el sistema policial-judicial no se relacionan exclusivamente con las carencias presupuestales. 


Señalamos a continuación los principales problemas detectados: 


- La asignación de personal calificado es insuficiente. La V.D. representa el 50% de las denuncias de 
delitos contra la persona y el 7.5% de las denuncias totales. Sin embargo solo el 2% del personal 
policial trabaja en VD. 


- No existe una política institucional sostenida en el tiempo, que defina los objetivos, responsabilidades 
y prácticas del personal policial, y supervise su cumplimiento. En consecuencia, la gestión policial es 
despareja, dependiendo de las cualidades de los funcionarios. 


- La coordinación en las instancias policial - judicial es casi nula, y básicamente se reduce a la 
información al juez de las situaciones presentadas ante la sede policial. 


- El número de denuncias recibidas en sede policial no coincide con el número de expedientes 
iniciados, lo que da cuenta de que no todas las denuncias son canalizadas adecuadamente. 


- La policía investiga los hechos de violencia doméstica sólo cuando culminan en femicidio. Sin 
investigación policial, las resoluciones judiciales, incluido el archivo, suelen adoptarse 
telefónicamente, con datos escuetos, imprecisos y muchas veces discriminatorios, aportados por 
personal policial no siempre especializado. 


- Ante la situación de VD la respuesta judicial se fragmenta, en proceso de urgencia, familia, 
especializado y eventualmente penal. En cada proceso actúan distintos jueces, distintos fiscales y 
distintos defensores, resultando difícil o imposible la coordinación. 


Por otra parte: 


- El Estado no brinda servicios de rehabilitación para agresores ni suficientes servicios de apoyo a las 
mujeres sobrevivientes, ni a sus hijos e hijas. Tampoco lo hay para las familias de las mujeres 
asesinadas. 


- No existe política de reparación de daños. 


- Las actividades de sensibilización y capacitación de los operadores policiales y judiciales, encargados 
de hacer cumplir la ley, no siempre se traducen en la adecuada aplicación de la norma, ni siquiera en 
los servicios especializados. Las ocasionales actividades de capacitación que realiza puntualmente el 
Estado no tienen continuidad ni seguimiento, ni se evalúa la calidad de los resultados a través de la 
gestión. 


- No hay estadísticas que den cuenta de la intervención del sistema 


Nuestras demandas 


Todas estas deficiencias permiten constatar un patrón sistemático de omisión de obligaciones por parte del 
Estado uruguayo, que ha recibido numerosas recomendaciones internacionales de parte del Comité de 
expertas de la CEDAW, de la Comisión de expertas en Violencia del Mecanismo de Seguimiento de la 
Convención de Belem do Para, ambas en 2008, y de parte de los integrantes del Consejo de Derechos 
humanos mediante el Examen Periódico Universal en mayo de 2009. 


En ese sentido creemos que el Estado debe: 


- Asegurar protección efectiva a las mujeres que recurren a la justicia. 


- Administrar justicia sin estereotipos ni prejuicios relativos a las relaciones de género y reconociendo 
las condiciones de desigualdad vigentes. 


- Garantizar el cumplimiento de las normas por parte de los funcionarios encargados de cumplir la ley. 


- Evaluar y determinar responsabilidades por la gestión de los funcionarios judiciales a través de la 
evaluación de las sentencias y los procedimientos, los contenidos y las formas. Aplicar sanción 
administrativa cuando corresponda, al igual que en las demás materias. 


- Responsabilizar penalmente a los agresores que en el marco de relaciones afectivas incurren en 
conductas delictivas, especialmente el incumplimiento de las medidas cautelares. 


- Implementar un sistema de reparación de daños a las sobrevivientes y a las familias de las mujeres 
asesinadas. Así como servicios de rehabilitación para agresores y mujeres violentadas acordes con las 
necesidades existentes. 


- Implementar mecanismos eficientes de coordinación y cooperación entre el Poder Judicial y el 
Ministerio del Interior para el mejor cumplimiento de los objetivos en la materia. 


El presente documento será presentado en la audiencia pública para el 140” Período de Sesiones de la CIDH a 
realizarse en Washington el 28 de octubre de 2010 y representa la opinión de las siguientes organizaciones: 


Red Uruguaya contra la Violencia Domestica y Sexual 
CNS Mujeres por Democracia, Equidad y Ciudadanía 
Canarias en movimiento 

Ciudadanías en Red 

Iniciativa Latinoamericana 

Accionar entre Mujeres Guyunusa 

Aire.uy 

Fundación PLEMUU 

Mujer Ahora 

El Faro 

Centro Interdisciplinario "Caminos" 

Instituto Mujer y Sociedad 

SERFAM 

GAMU 

Centro de Comunicación "Virginia Wolf"-Cotidiano Mujer 
La voz de la Mujer 

Casa de la Mujer de la Costa 

Casabierta 

Colectivo Mujeres de Negro Uruguay 

Nuevos Caminos 

Casa de la Mujer de la Unión 


Sociedad Uruguaya de Sexología 


T ínaa dal nia da namrma 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


